
 

 

Se ha recibido en este Servicio de Secretariado de Gobierno, Relaciones Institucionales y 
Acción Normativa un ANTEPROYECTO DE LEY FORAL DE ARCHIVOS, GESTIÓN DE 
DOCUMENTOS Y PATRIMONIO DOCUMENTAL. 

Examinado el mismo, a los efectos previstos en la instrucción 7ª aprobada por Acuerdo del 
Gobierno de Navarra de 27 de noviembre de 2006, se emite el siguiente y único 

 

INFORME 

I. ANTECEDENTES DE HECHO. 

El referido anteproyecto de Ley Foral se remite acompañado del correspondiente expediente 
que esencialmente incluye su Orden Foral de inicio, la acreditación de los trámites de 
consulta previa y exposición pública junto con sus respectivos informe finales de 
participación, las evaluaciones de impacto sobre niños, niñas y adolescentes y climático, este 
último con su informe de observaciones, sendos informes de impacto por razón de género y 
por razón de orientación sexual, identidad de género e identidad sexual, ambos 
acompañados de sus respectivos informes de observaciones del Instituto Navarro de 
Igualdad, informe de evaluación de impacto por razón de accesibilidad y discapacidad, 
memorias económica, justificativa, organizativa y normativa, informe de las Direcciones 
Generales de Función Pública y Presupuestos y Patrimonio, estudio de cargas, remisión para 
consulta a los Departamentos del Gobierno de Navarra y acreditación de los informes 
favorables emitidos al respecto por el Consejo de Transparencia de Navarra, el Consejo 
Navarro de la Cultura y las Artes y la Comisión Foral de Régimen Local, finalizando con el 
informe jurídico de la Secretaria General Técnica del Departamento de Cultura, Deporte y 
Turismo. 

De su examen pueden extraerse, a juicio de quienes suscriben, las siguientes 

 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS. 

Primera. Objeto de la norma. 

El objeto del anteproyecto analizado es, según sus dos primeros artículos, contribuir 
a la conservación, incremento, conocimiento y difusión del Patrimonio Documental de 
Navarra, así como, al propio tiempo, asegurar su mejor gestión, puesta en valor y 
preservación, siendo de aplicación a todas las personas y entidades titulares de archivos, así 
como a los documentos que formen o puedan formar parte del dicho patrimonio. 
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Segunda. Competencias en cuyo ejercicio se pretende dictar el Decreto Foral y 

rango normativo. 

La competencia para la regulación de este anteproyecto de ley Foral resulta del art. 
44.10 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del 
Régimen Foral de Navarra (LORAFNA), que atribuye a Navarra competencia exclusiva en 
materia de archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y demás centros de depósito cultural 
que no sean de titularidad estatal. 

Por su parte, la titularidad de la potestad legislativa está atribuida al Gobierno de 
Navarra en el artículo 19.1 a) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración 
y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, según el cual la iniciativa legislativa 
corresponde a la Diputación Foral mediante la presentación de proyectos de ley al 
Parlamento. 

Del mismo modo, el artículo 51 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del 
Gobierno de Navarra y de su Presidenta o Presidente, reitera que el Gobierno de Navarra 
ejerce la iniciativa legislativa prevista en el artículo 19 de la Ley Orgánica 13/1982, mediante 
la elaboración, aprobación y remisión posterior de los proyectos de Ley Foral al Parlamento 
de Navarra. 

Así, la forma que presenta el anteproyecto -Ley Foral- es la correcta de conformidad 
con el ordenamiento jurídico. 

 

Tercera. Adecuación al procedimiento de elaboración de disposiciones de 

carácter general. 

El procedimiento para la elaboración de anteproyectos de ley foral y proyectos de 
decretos forales cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra se encuentra regulado en 
la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 
y del Sector Público Institucional Foral. 

Asimismo, el Gobierno de Navarra aprobó, por Acuerdo adoptado en sesión 
celebrada el 27 de noviembre de 2006, unas Instrucciones para la elaboración y tramitación 
de anteproyectos de leyes forales, proyectos de decretos forales legislativos y proyectos de 
disposiciones reglamentarias cuya aprobación sea competencia del Gobierno de Navarra, 
que hay que considerar vigentes en la medida que no se oponen a lo regulado. 

Sobre la base de lo expuesto, y teniendo en cuenta la documentación recibida en 
este Servicio, puede sostenerse que el procedimiento se estaría tramitando de forma 
correcta hasta el momento, sin que quepa hacer mayor observación al respecto. 
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Cuarta. Sobre la forma y estructura de la norma. 

La forma y estructura que han de presentar los anteproyectos de leyes forales y los 
proyectos de disposiciones reglamentarias cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra 
se encuentran recogidas en unas instrucciones que elaboró la Dirección General de 
Presidencia   y que, una vez sometidas a la consideración de todos los Departamentos a 
través de sus respectivas Secretarías Generales Técnicas, y con el visto bueno de todas ellas, 
se formalizaron como tales en el mes de enero de 2004 para lograr su efectiva aplicación por 
todas las unidades de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, para lo que fueron 
comunicadas a todas  ellas a través de sus Secretarías Técnicas. 

Estas instrucciones persiguen la calidad técnica de las disposiciones generales y la 
unificación de los criterios atinentes a la forma y estructura de las mismas. Con esta premisa, 
a continuación, se ponen de manifiesto consideraciones a este respecto con la finalidad de 
coadyuvar a la total adecuación del proyecto a las citadas instrucciones. 

A. Consideraciones generales. 
 

 -. 1ª. Desde el punto de vista sistemático, se advierte de que los títulos no deben ir 
en negrita ni deben sangrarse los títulos y numerales de los artículos. 

-. 2ª. A lo largo del articulado no se utilizan adecuadamente los conceptos de “Sector 

Público”, “Administraciones públicas de Navarra”, “Sector Público Institucional” “Sector 
Público Institucional Foral” (todos ellos especialmente relevantes para determinar el ámbito 
subjetivo de los preceptos en que se citan), al no ser enteramente coincidentes con las 
definiciones que de ellos se hacen en la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo. 

A modo ejemplificativo, no exhaustivo, se indican los siguientes artículos que se 
consideran afectados por esta consideración: 2; 14; 15 y 26. A este respecto, particular 
mención merece: 

- la consideración de la Universidad Pública de Navarra como ente perteneciente al 
Sector Público Institucional Foral (art. 3.1 c) de la Ley Foral 11/2019), lo que parece 
ignorarse, al menos, en los arts. 34, 37, 38, 39 y 59. 

- la errónea definición que del concepto “Administración Pública Foral” (APF) se hace 
en el artículo 40, que no respeta lo dispuesto por el artículo 2.2 de la misma Ley Foral 
11/2019, lo que lleva, por ejemplo, a considerar integrante de la APF al archivo de 
Concentración de sociedades públicas (artículos 41 e) y 44), además de ser cuestión 
que luego afecta a todos los artículos que conforman la Sección 2ª del anteproyecto. 

-. 3ª. En lo que respecta a las definiciones formuladas en el artículo 3, se advierte que 
algunas se refieren a conceptos que ya se encuentran jurídicamente definidos en otras 
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normativas en vigor que los han introducido en el ordenamiento (Ley Foral 14/2005 y Ley 
39/2015, al menos, pero también otras normas de menor rango, tales como el Real Decreto 
1708/2011 o el Decreto Foral 106/2022); por seguridad jurídica, no conviene redefinirlas 
(salvo por referencia) aunque lo sea a los solos efectos de la propia norma, tanto si la 
definición no es estrictamente idéntica como si no lo es, pues en este caso la normativa 
origen del concepto pudiera ser modificada en el futuro creando una sobrevenida 
discordancia. 

Además, se sugiere incorporar las definiciones de algunos conceptos que, aunque 
aparecen en el articulado, no se aprecia sentido jurídico preciso; así, en “instrumentos 
archivísticos de información y descripción” (arts. 33 y 64), “personas de referencia” (art. 77), 
“reproducción” (arts. 7, 78, 81, 82 y 89) o “autocopias” (art. 82.3). 

- 4ª. El Anteproyecto, aunque en su artículo relativo al ámbito subjetivo no menciona 
a las Administraciones Públicas que no sean navarras, en el artículo 10 b) establece la 
aplicación del mismo a la “Administración general del Estado y su sector público institucional, 

y de la Administración de Justicia, así como por las notarías, registros públicos y 
corporaciones de derecho público ubicadas en territorio navarro”, estableciendo que sus 

documentos se consideran de titularidad pública y forman parte del Patrimonio Documental 
de Navarra, cualquiera que sea su antigüedad y con independencia de que estén 
custodiados o no en un centro de archivo. Además, impone a estas Administraciones el 
cumplimiento de determinadas obligaciones; así en artículos 7, 11, 13, 14, 15 y 16. 

Considérese que el actual artículo 71 de la Ley 14/2005, llamado a derogarse, tiene 
la cautela de no recoger como parte del Patrimonio Documental de Navarra los documentos 
de titularidad estatal, puesto que lo contrario podría incurrir en invasión competencial, 
atendiendo al artículo 44.10 de la Ley Orgánica 13/198 2, de 10 de agosto, de Reintegración 
y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, que establece que la Comunidad Foral tiene 
competencia exclusiva en archivos que no sean de titularidad estatal, conciliación que sí se 
observa presente en los artículos 3 y 4 de la Ley Foral 12/2007 actualmente en vigor. 

Por último, téngase en cuenta que nada se dice de aquellas personas públicas de 
ámbito internacional con sede o delegación en Navarra que, en principio, podría entenderse 
que también estarían incluidas (por ejemplo, oficinas de organismos internacionales, como 
el Alto Comisariado para la Protección de los Refugiados políticos, Consulados, etc.) y se 
ignora si es esa la intención legislativa. 

-. 5ª. En el artículo 2 e), se habla de “personas físicas y jurídicas privadas que presten 

servicios públicos o ejerzan funciones públicas en Navarra”. En nuestra opinión, las personas 
privadas pueden prestar servicios públicos y también pueden contribuir al desempeño de las 
funciones públicas, pero no pueden por sí mismas “ejercer funciones públicas”, posibilidad 
que tampoco se prevé en el actual artículo 71.1 b) de la Ley Foral 14/2005 que, si bien se 
derogaría, sólo contempla (a nuestro entender, correctamente) a las entidades privadas en 
su condición de prestadoras-gestoras de servicios públicos. 
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Este aparente error de atribución también se localiza en otros artículos; así en 10.1 
c); 17 y 45.2 f). 

-. 6ª. A lo largo del texto (por ejemplo, en arts. 2 y 19), unas veces se habla 
indistintamente de “titulares” y “poseedores” (sin título, hemos de suponer) de documentos, 
pero en otras se regulan separadamente. Se sugiere revisar el articulado en busca de 
incongruencias a este respecto y, en particular, considérese si procede extender a estos el 
mismo régimen de responsabilidades infractoras que se dispone para aquellos en el art. 92.2, 
y cuál es la responsabilidad que recae sobre un titular no poseedor. 

B. Consideraciones particulares. 

- Artículo 14.2. Tratándose de expedientes electrónicos que se pueden estar 
despachando por el mismo personal transferido o readscrito, estos informantes consideran 
cuestionable la operatividad onerosa de exigir la formalización de actas de entrega y 
recepción. 

-. Artículo 19.2. Se establece la obligatoriedad de recoger las trasmisiones de 
documentos del patrimonio documental en el libro de registro. Sin embargo, conforme al art. 
49.2 de la Ley Foral 14/2005, en este libro únicamente se hacen constar las transacciones 
que estos comerciantes realicen sobre los bienes integrantes del Patrimonio Cultural. Se da 
por hecho, al parecer, que todo documento del Patrimonio Documental de Navarra es parte 
integrante necesaria del Patrimonio Cultural de Navarra, pero se trata de dos categorías 
legalmente definidas, de forma dispar, en el artículo 4 del anteproyecto y en el artículo 2 de 
la Ley 14/2005, respectivamente. 

-. Artículo 21. Por idéntico razonamiento al del apartado anterior, considérese también 
si los derechos de tanteo y retracto, que el artículo 33 de la Ley Foral 14/2005 reserva para 
los bienes de Interés Cultural y para los bienes muebles Inventariados, se están extendiendo 
a todo el patrimonio documental, cuestión que no objetamos por tratarse de decisión 
normativa legítima, o si el legislador pudiera haber caído en la confusión arriba señalada. 

-. Artículo 24 b). Para la aprobación de catálogos profesionales de referencia, pudiera 
ser precisa consulta al Departamento con competencias en materia de Educación, 
Formación Profesional y/o Universidades. 

-. Artículo 25. Se expresa una referencia al artículo 35 de la Ley Foral 1/2019 para, 
seguidamente, ampliar la competencia más allá de lo contemplado por dicho artículo, puesto 
que se extiende a archivos y documentos no pertenecientes a los ámbitos de actuación 
cultural o artístico, que son los propios del Consejo. 

-. Artículo 30. A falta de especificación, se ha de entender que el informe preceptivo 
no tiene carácter vinculante (art. 80.1 de la Ley 39/2015), por lo que la titular puede aprobar 
su Plan de gestión de riesgos pese al parecer desfavorable del Departamento, sin más 
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obligación que comunicarle posteriormente su decisión al respecto. 

-. Artículo 35. Se advierte de incorrección técnica en la expresión “aplicación directa 

y por defecto, a menos que éstas hayan aprobado las suyas propias”, siendo más adecuada 

la de “aplicación supletoria o, en su caso, subsidiaria”. 

- Artículo 81.4. Para mayor entendimiento de la norma, se recomienda sustituir la 
palabra “solventación” por otra que disponga de acepción en el Diccionario de la RAE. 

- Artículo 85. No figuran los mecanismos estructurales y funcionales mediante los que 
se sustentarán las relaciones que guardarán entre sí la nueva unidad administrativa de 
inspección con el personal inspector al que se refiere, con carácter de autoridad, el art. 95 
de la Ley Foral 14/2005. 

- Artículo 88.2. Se advierte de un probable error de referencia, donde deben ser 
artículos 89, 90 y 91 en lugar de 90, 91 y 92. 

- Artículos 90.m) y 91 e). Contrariamente a una lógica apreciación, el cuadro de 
infracciones parece considerar que es más antijurídica la reiteración (porque incrementa la 
calificación) que la reincidencia (que aplica el art. 106.1 d) por remisión del art. 93.1, por lo 
que sólo actúa de agravante dentro de la misma calificación). 

- Disposición derogatoria Única. Debiendo prevalecer el contenido transitorio sobre los 
demás, el apartado 2 podría entenderse más como propio de una disposición transitoria que 
como el de una derogatoria. 

 

Quinta. Aspectos de fondo. 

En relación con la regulación sustantiva contenida en el anteproyecto examinado, y 
con la finalidad de coadyuvar a la mejora de su calidad, cabe realizar las siguientes 
observaciones: 

- Primera. Se albergan serias dudas de legalidad sobre la habilitación reglamentaria 
contenida en el apartado 2 del artículo 3, en tanto que por vía de Decreto Foral se pudiera 
modificar el régimen jurídico establecido por una Ley Foral mediante el simple cambio de 
una definición, sin que la Ley Foral disponga límites, reglas o criterios sobre esta potestad, 
por ejemplo, por adaptación a legislación básica o esquemas nacionales, por claridad 
interpretativa, por corrección técnica, por advenimiento de mejoras tecnológicas, etc. No 
creemos correcto que la norma legal permita que las normas reglamentarias puedan 
modificar absolutamente su contenido, máxime si se trata de conceptos que sustentan 
legislativamente la norma. 

-. Segunda. Según la redacción del artículo 18 del anteproyecto, se considera 
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documento de titularidad privada aquel cuyo titular o poseedor sea persona privada, que se 
convierte en parte del Patrimonio Documental por el mero transcurso del tiempo, sin 
considerar si su contenido tiene o no valor histórico-cultural o alguna relevancia o interés 
para Navarra. En este punto, debemos advertir: 

- que la categorización automática como Patrimonio Documental resulta ser 
excesivamente omnicomprensiva puesto da lugar a que a las personas privadas no les queda 
margen alguno de privacidad documental, teniendo en cuenta el posible acceso al mismo, 
en principio, por parte de cualquier tercero. 

- que, habida cuenta de que determinadas documentales ya disponen de normativa 
específica sobre sus plazos y condiciones de eliminación, no parece tener lógica jurídica el 
que, con el transcurrir de un solo día (el que media entre el derecho de eliminación del 
documento y el que lo clasifica como patrimonio documental) se produzca un cambio de 
régimen de tan profundo calado. 

- que el régimen jurídico de los documentos que se conviertan en patrimonio 
documental impone a las personas titulares y/o poseedores de documentos privados, el 
cumplimiento de una serie de requisitos que incluso son más extensos y rigurosos que los 
establecidos para los documentos que sí tienen la consideración de patrimonio histórico (Ley 
Foral 14/2005), con el peligro incierto de no poder proteger y/o gestionar adecuadamente los 
documentos, sea cual sea la situación personal de los titulares/poseedores, a lo que se 
añaden deberes, sanciones, tanteos y expropiaciones. 

Quizá estos informantes no han entendido el alcance y amplitud de la delimitación 
del concepto “documento de titularidad privada” que propone el Anteproyecto. Si no se 
delimita, especifica y aclara, en virtud de este artículo podría decirse que no existe, de hecho, 
ningún documento verdaderamente privado, pero sí una multitud de consecuencias jurídicas 
adversas que recaen sobre el tenedor por el simple hecho de poseer documentos y el sólo 
transcurrir del tiempo, con independencia del valor intrínseco del documento. 

-. Tercera. Respecto del artículo 61, se ponen de manifiesto las siguientes tres 
objeciones: 

-primera, que, residenciada en el Gobierno de Navarra la competencia para designar 
el Departamento u órgano responsable de la gobernanza de los activos de información 
(apartado 1), no es posible que dicho órgano colegiado se pronuncie a través de resoluciones 
(art. 12 de la Ley Foral 14/2004), sino por normas (art. 7.6 de la Ley Foral 11/2019). 

-segunda, que, además, téngase en cuenta que, conforme al artículo 30.7 de la Ley 
Foral 14/2004, el establecimiento del ámbito competencial de cada Departamento de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra corresponde a la Presidenta o Presidente 
del Gobierno de Navarra, y no al Gobierno de Navarra, y no le es posible al legislador limitar 
o condicionar el ámbito decisional establecido por la citada ley de mayoría absoluta. 
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- última, que ya el Decreto Foral 106/2022 establece el modelo organizativo de la 
gobernanza del dato. 

-. Cuarta. Se objeta, respecto al artículo 80.1 a), que no debiera ser requisito el que 
la norma que disponga el carácter reservado o restringido del acceso a un documento tenga 
que ser necesariamente de rango legal, puesto que ni la Ley Foral 5/2018 ni la Ley 19/2013 
contemplan esa exigencia, sino que los criterios que ambas muestran se refieren al 
contenido, no a la forma o rango normativo. 

-. Quinta. La Disposición Adicional segunda parece ignorar que el obligado 
conocimiento y cumplimiento de una Ley Foral viene dada por su entrada en vigor tras su 
correspondiente publicación en el Boletín oficial de Navarra. Tampoco tiene en cuenta que 
existe un reparto de atribuciones y funciones entre las diferentes unidades orgánicas que se 
dispone en los correspondientes Decretos Forales de estructura, y que la materia de archivos 
se confiere al Departamento al que se decide competa dicha materia, de manera que, si este 
Departamento considera que ha de hacerse una publicidad especial y específica sobre cierta 
legislación y los derechos y deberes que conlleva para entidades privadas inscritas en 
registros públicos, tal Departamento es quien debe ocuparse de llevarla a cabo en ejercicio 
de sus competencias, pero no es posible legislar a la inversa, en el sentido de que se dispone 
como obligatorio que la difusión corra a cargo de los propios registros; si así se consensua 
en el instrumento de colaboración suscrito al respecto, será obligatorio en virtud de este, no 
por el cumplimiento de una obligación general de difundir al que se someten los registros, 
algunos de los cuales pertenecen a otras administraciones públicas. 

A lo anterior hay que añadir, respecto al apartado segundo de la disposición, que el 
Departamento competente puede solicitar la colaboración del resto de actores de la 
Administración Foral pero, como se ha antedicho, no es correcto preceptuar inversamente, 
estableciendo que el Departamento puede decidir sobre el procedimiento de colaboración 
mismo. 

En atención a todas las consideraciones anteriores, pueden extraerse, a juicio de quienes 
suscriben, las siguientes 

 

III. CONCLUSIONES. 

1ª.- El proyecto analizado se está tramitando adecuadamente.  

2ª.- Se recomienda, considerar las modificaciones propuestas al texto referentes a la 
forma y estructura del mismo, con el fin de lograr una mejor redacción u calidad técnica. 

3ª.- Se recomienda, asimismo, analizar las observaciones expuestas en este informe 
en relación con el fondo de la regulación que presenta el proyecto analizado. 
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Es cuanto informa este Servicio de Secretariado del Gobierno, Relaciones Institucionales y 
Acción Normativa. 

Pamplona, a 3 de febrero de 2026

El Jefe de la Sección de Coordinación y 
Acción Normativa 

La Directora del Servicio de Secretariado 
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